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PRÓLOGO

La iniciativa de organizar los Congresos Internacionales de Transporte que, con 
carácter bienal, se vienen celebrando desde hace más de dos lustros en la ciudad de 
Castellón de la Plana partió del entonces Centro de Derecho del Transporte Interna-
cional de la Universitat Jaume I de Castellón, un centro de investigación dedicado al 
estudio, la consultoría y la formación en el ámbito del Derecho del transporte. Para 
la quinta edición del Congreso, en 2012, el entonces recién creado Instituto Univer-
sitario de Derecho del Transporte (IDT) decidió tomar el testigo de su predecesor, con 
el objeto de perpetuar una propuesta que, en las cuatro ediciones anteriores, había 
cosechado un éxito notable. También para la sexta edición, celebrada los días 12, 
13 y 14 de mayo de 2015 en Benicàssim (Castellón), se consiguió reunir un nutrido 
grupo de expertos que, durante los tres días de duración del evento, debatieron sobre 
los desarrollos más recientes en la materia. Una vez finalizado el Congreso, la presente 
obra reúne más de medio centenar de estudios, entre ponencias y comunicaciones, 
presentadas en el VI Congreso Internacional de Transporte: la eficiencia del trans-
porte como objetivo de la actuación de los poderes públicos (liberalización y res-
ponsabilidad).

El referido evento contó con la ayuda inestimable del Ministerio de Economía y 
Competitividad; de la Conselleria d’Educació, Cultura i Esport de la Generalitat Va-
lenciana; de la Universitat Jaume I; de la Fundación PortCastelló; del Propeller Club 
de Castellón; y de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Económicas de la Universitat 
Jaume I. Sólo gracias al patrocinio de estas instituciones públicas y privadas ha sido 
posible asumir nuevamente el reto de emprender una iniciativa de esta envergadura. 
Asimismo, merecen un capítulo especial de agradecimiento los patrocinadores (anti-
guos y actuales) de CEDIT y del IDT (en concreto, la Fundación Francisco Corell; la 
Diputación Provincial de Castellón; la Autoridad Portuaria de Castellón; la Cámara 
de Comercio, Industria y Navegación de Castellón; Aerocas; BP Oil; y la Confedera-
ción de Empresarios de Castellón), por su apoyo incondicional y constante a cuantas 
iniciativas se han emprendido desde este centro.

La celebración del Congreso —y la publicación del libro resultado del mismo 
que el lector tiene entre sus manos— son actuaciones que se encuentran incluidas 
en dos proyectos de investigación para los que se ha obtenido financiación en las 
correspondientes convocatorias públicas. El primero de ellos, subvencionado por el 
Ministerio de Economía y Competitividad (Plan Nacional de I+D+i, Ref. DER2012-
37543-C03-01), lleva por título «La eficiencia del transporte como objetivo de la ac-
tuación de los poderes públicos: competencia, liberalización y responsabilidad». El 
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segundo, bajo la rúbrica «Transporte aéreo y por ferrocarril: competencia y responsa-
bilidad» (Ref. P1·1B2012-58), cuenta con el apoyo financiero de la Universitat Jaume 
I, dentro del Plan Propio de investigación de esta Universidad. Vaya por delante el 
agradecimiento a estas instituciones que, en sucesivas ocasiones, han tenido a bien 
apoyar la labor investigadora de CEDIT y, más recientemente, también del IDT.

Conscientes de la dificultad de lograr, en una obra de estas características, un 
reparto homogéneo de los temas, a la hora de elaborar el índice de la obra se ha pre-
tendido que el criterio relevante fuera el medio de transporte que, de manera prepon-
derante, es objeto de análisis en cada uno de los trabajos. Así, se abordan de forma 
sucesiva el transporte terrestre (de personas y de mercancías), marítimo, multimodal 
y aéreo, reservándose un cuarto capítulo a la economía y política de los transportes 
y un quinto a otras cuestiones, de difícil acomodo en otros apartados por su carácter 
transversal o multidisciplinar.

Para la publicación se ha optado, como ya ocurrió respecto de las Actas de las dos 
ediciones anteriores del Congreso, por una editorial de tanto prestigio como Marcial 
Pons, que ha apostado por apoyar de manera decidida los estudios o producción cien-
tífica en el sector del Derecho del transporte, con varias iniciativas relevantes, como es 
la publicación de la Revista de Derecho del Transporte Terrestre, Marítimo, Aéreo 
y Multimodal (Rdt), o la propia colección Derecho del Transporte, coeditada con el 
IDT. El presente volumen constituye pues un ejemplo más de esta apuesta.

Como viene siendo habitual desde que la iniciativa se promoviera en el marco 
del II Congreso Internacional de Transporte, también para esta edición se convocó 
el correspondiente Premio a la Mejor Comunicación, al que optaron todas aquellas 
comunicaciones inéditas que fueron defendidas públicamente en una de las sesiones 
del Congreso. En esta ocasión, el Jurado —presidido por el profesor Leopoldo Tullio 
y compuesto por los profesores y expertos Manuel Aragón Reyes, Juan Bataller Grau, 
José Luis Blasco Díaz, Massimo Deiana, Julio González García, M.ª Jesús Guerrero 
Lebrón, Julio López Quiroga, José Manuel Martín Osante, M.ª José Morillas Jarillo, 
Juan Ignacio Peinado Gracia, Massimiliano Piras, Juan Luis Pulido Begines, Igna-
cio Quintana Carlo, Ana M.ª Tobío Rivas y M.ª Arantzazu Vicente Palacio— decidió 
otorgar la referida distinción a la Dra. D.ª Silvia Meseguer Velasco, profesora de la 
Universidad Complutense de Madrid, por su comunicación bajo el título «Religión y 
transporte público: entre pluralismo religioso y neutralidad del Estado». Asimismo, se 
acordó hacer una mención a la comunicación «El impacto de la economía colabora-
tiva sobre la regulación del taxi», presentada por el Dr. D. Gabriel Doménech Pascual, 
profesor de la Universitat de València.

No queremos cerrar estas líneas sin expresar nuestra gratitud a los ponentes y 
comunicantes, a cuya valiosa contribución se debe, sin duda alguna, el éxito y con-
tinuidad de esta actividad, que culmina con la publicación de este libro de actas; 
agradecimiento que queremos hacer extensivo a los codirectores —Alberto Emparan-
za Sobejano y Andrés Recalde Castells— y demás integrantes del comité organizador 
—Fernando Juan y Mateu, Lorena Sales Pallarés y Juan José Escura Soler—, quienes 
asumieron con nosotros la no siempre fácil tarea de coordinar el evento. Tan sólo nos 
queda esperar que las sucesivas ediciones del Congreso merezcan un nivel similar de 
aceptación y de éxito.

En Castellón de la Plana, a 15 de septiembre de 2015

	 M.ª Victoria Petit Lavall	 Achim Puetz

	 Catedrática de Derecho Mercantil	 Prof. ayudante doctor de Derecho Mercantil
	 Directora del IDT	 Secretario del IDT
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1.  Transporte de personas
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OBLIGACIONES DE SERVICIO PÚBLICO Y SECTOR 
FERROVIARIO EN ESPAÑA. 

Un análisis crítico del proceso de adaptación, 
no definitivo, al Derecho Europeo *

Jorge Agudo González **
Profesor Titular de Derecho Administrativo

Universidad Autónoma de Madrid

SUMARIO: I. INTRODUCCIÓN.—II. REFERENCIA AL MARCO NORMATIVO QUE PERMITE JUSTIFICAR LAS CRÍTICAS AL 
ESTADO DE LA CUESTIÓN: 1. A nivel europeo: el Reglamento (CE) núm. 1370/2007, de 23 de octubre, sobre los servi-
cios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera. 2. En la legislación española: régimen general de la Ley 
del Sector Ferroviario.—III. LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS FERROVIARIOS GARANTIZADOS MEDIANTE OBLIGA-
CIONES DE SERVICIO PÚBLICO EN ESPAÑA: SU DUDOSA ARTICULACIÓN Y LA INAPLICACIÓN FINAL DEL RÉGI-
MEN GENERAL: 1. Primera fase. El contrato-programa 2006-2010. 2. Segunda fase. El confuso proceso seguido para la 
adaptación al Reglamento 1370/2007. 3. Tercera fase. El nuevo, pero necesariamente no definitivo modelo de relaciones 
entre RENFE-Operadora y la Administración General del Estado.—IV. CONCLUSIONES.—V. BIBLIOGRAFÍA.

RESUMEN: La comunicación aborda el régimen jurídico de la prestación de servicios de transporte ferroviario garantiza-
dos mediante obligaciones de servicio público. Su objetivo es mostrar cómo la flexible regulación del Reglamento (CE) 
núm. 1370/2007, de 23 de octubre, sobre los servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera (tanto 
en la taxatividad de sus previsiones, como en la preceptividad de su aplicación en términos temporales), ha sido deter-
minante para apuntalar la falta de voluntad del legislador español, y por extensión del Gobierno y de la Administración 
General del Estado, para adaptarse de una forma temprana, como así ha sucedido en otros Estados miembros, al que 
podría considerarse como régimen general de adjudicación de aquellos servicios: la licitación pública. La reticencia 
del legislador español le ha llevado a una solución paradójica: asumir un régimen general de licitación pública que, 
sin embargo, es excepcionado de forma sobrevenida y provisional, amparándose en la laxitud del propio Reglamen-
to 1370/2007. En este marco normativo, no es de extrañar que la actuación del Gobierno y de la Administración General 
del Estado se haya caracterizado por no ser especialmente clara. Si alguna calificación merece esa actuación es ser 
jurídicamente confusa, poco o nada transparente y, por todo ello, poco rigurosa.

Palabras clave: transporte ferroviario de viajeros, obligaciones de servicio público, contratos de servicio público, 
licitación pública, adjudicación directa.
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I. IN TRODUCCIÓN

La presente comunicación aborda el régimen jurídico de la prestación de ser-
vicios de transporte ferroviario garantizados mediante obligaciones de servicio pú-
blico. Regulado en el Reglamento (CE) núm. 1370/2007, de 23 de octubre, sobre 
los servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera (Regla-
mento 1370/2007, en adelante), dicho régimen jurídico debe calificarse como poco 
taxativo y relativamente preciso tanto desde la perspectiva sustantiva, como desde 
la vertiente formal y temporal. La indeterminación establecida en una norma de 
aplicación directa, como lo es todo Reglamento europeo, está en la base de la criti-
cable actitud del legislador español.

El objetivo de la comunicación es mostrar la falta de voluntad del legislador es-
pañol, y por extensión del Gobierno y de la Administración General del Estado, para 
adaptarse al que, tanto con base en el Reglamento 1370/2007, como en la legisla-
ción española, puede ser calificado como régimen general (la licitación pública). En 
este sentido, analizaremos la actuación de un legislador reticente, que tras asumir 
directamente ese régimen general, ha optado luego por introducir excepciones de 
aplicación provisional que, de nuevo, estarían fundadas en la laxitud del Reglamento 
comunitario. Asistimos, por tanto, a lo que podríamos calificar como una especie de 
«circunloquio jurídico» de remisiones sucesivas que pretende evitar la aplicación an-
ticipada del régimen general de licitación pública. No es de extrañar que la actuación 
del Gobierno y de la Administración General del Estado haya caído en las mismas 
contrariedades a las que los legisladores europeo y español le inducen a incurrir; 
ahora bien, lejos de las críticas que merece el legislador, es imputable directamente 
al Gobierno y a la Administración estatal que haya optado por una forma de actua-
ción confusa jurídicamente, poco o nada transparente y, por ello, poco rigurosa.

La comunicación seguirá el siguiente orden expositivo: 1) Se abordará el análisis 
de la legislación europea y nacional en la materia, y 2) se analizará el proceso jurídi-
co-administrativo seguido para adaptar, así se afirma expresamente, la prestación de 
los servicios sujetos a obligaciones de servicio público al ordenamiento europeo. Las 
conclusiones, como hemos anticipado, no pueden ser positivas: aunque finalmente 
se pudiera justificar una «adaptación» forzada al Derecho europeo, desde luego no 
lo ha sido al régimen de licitación pública, como así ha sucedido en otros Estados 
miembros como Alemania, Reino Unido o Suecia, sino a una de sus excepciones, en 
lo que, además, sólo puede ser calificado como una solución jurídica provisional.

II. �REFERENCIA  AL MARCO NORMATIVO QUE PERMITE JUSTIFICAR 
LAS CRÍTICAS AL ESTADO DE LA CUESTIÓN

1. �A  nivel europeo: el Reglamento (CE) núm. 1370/2007, de 23 de octubre, 
sobre los servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril 
y carretera

El Reglamento 1370/2007 tiene por objeto la regulación de los aspectos esen-
ciales de las obligaciones de servicio público que pueden imponerse a los opera-
dores públicos o privados encargados de la prestación del servicio de transporte 
de viajeros por ferrocarril y carretera, así como el régimen de compensación por 
la asunción de esas obligaciones de servicio público (art. 1)  1. La regulación del 

1  Sobre este aspecto, la Directiva 2012/34/UE, de 21 de noviembre, por la que se establece un es-
pacio ferroviario europeo único, es ciertamente parca en detalles. El art. 5.1.II de la Directiva se limita 
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Reglamento gira en torno al concepto de «contrato de servicio público», definido 
como el acto mediante el cual una autoridad competente otorga a un operador la 
gestión y explotación de los servicios públicos de transporte de viajeros sometidos 
a las obligaciones de servicio público  2.

En cuanto al contenido de estos contratos, el art. 4 del Reglamento especifica 
que deberán determinar: a) Las obligaciones de servicio público a ejecutar y los te-
rritorios afectados; b) los parámetros sobre cuya base objetiva y transparente deba 
calcularse la compensación a recibir, si es que fuera procedente, y la naturaleza y el 
alcance de cualesquiera derechos exclusivos, con el fin, en todo caso, de evitar una 
compensación excesiva, y c) las modalidades de distribución de los costes deriva-
dos de la prestación de los servicios  3. Por último, por lo que se refiere a la duración 
de los contratos, será, como máximo, de quince años  4.

Respecto a la adjudicación de los contratos de servicio público, el art. 5 del 
Reglamento establece que se adjudicarán «con arreglo a un procedimiento de li-
citación equitativo». A tales efectos, el procedimiento adoptado para la licitación 
estará abierto a cualquier operador y respetará los principios de transparencia y 
no discriminación. También se prevé la posibilidad de que, tras la presentación 
de las ofertas y una posible preselección, puedan llevarse a cabo negociaciones, 
siempre en cumplimiento de los mencionados principios, con el fin de precisar los 
elementos que mejor permitan responder a la especificidad o la complejidad de las 
necesidades.

a exigir que la administración de las empresas ferroviarias se rija por los principios aplicables a las so-
ciedades mercantiles, independientemente de su régimen de propiedad, también cuando deban cumplir 
con las obligaciones de servicio público que les impongan los Estados miembros.

2  El art. 2.j) del Reglamento define el «contrato de servicio público» como «uno o varios actos 
jurídicamente vinculantes que plasmen el acuerdo entre una autoridad competente y un operador de 
servicio público determinado de confiar a este último la gestión y la explotación de los servicios públi-
cos de transporte de viajeros sometidos a las obligaciones de servicio público; el contrato podrá, según 
el Derecho de los Estados miembros, consistir asimismo en una decisión adoptada por la autoridad 
competente: que revista la forma de acto legislativo o reglamentario independiente, o que contenga las 
condiciones con arreglo a las cuales la autoridad competente preste por sí misma o confíe la prestación 
de esos servicios a un operador interno».

3  Vinculado a las letras b) y c) señaladas en el texto principal, se ha de poner de manifiesto que 
según el art. 3.2 del Reglamento, la autoridad competente compensará a los operadores de servicio 
público por la incidencia financiera neta, positiva o negativa, en los costes e ingresos que se deriven 
del cumplimiento de las obligaciones tarifarias establecidas mediante reglas generales, de manera tal 
que se evite una compensación excesiva. Ello se entiende sin perjuicio del derecho de las autoridades 
competentes a integrar obligaciones de servicio público mediante la fijación de tarifas máximas en 
los contratos de servicios públicos. El art. 4 matiza que los costes podrán incluir, en particular, los de 
personal, energía, gastos de infraestructura, mantenimiento y reparación de los vehículos de trans-
porte público, del material rodante y de las instalaciones necesarias para el funcionamiento de los 
servicios de transporte de viajeros, y los costes fijos y una remuneración apropiada de los capitales 
propios.

Téngase en cuenta, además, que el art. 12.2 de la Directiva 2012/34 establece que los gravámenes 
aplicables a las empresas ferroviarias que presten servicios de viajeros, autorizados por la autoridad 
competente, «se destinarán a compensar a dicha autoridad por las obligaciones de servicio público es-
tipuladas en el marco de los contratos de servicio público adjudicados de conformidad con el Derecho 
de la Unión». Los ingresos procedentes de dichos gravámenes y abonados a modo de compensación no 
superarán el nivel necesario para cubrir la totalidad o parte de los gastos ocasionados por la ejecución de 
las obligaciones de servicio público correspondientes, teniendo en cuenta los ingresos correspondientes 
y un beneficio razonable por la ejecución de estas obligaciones. Se puede decir, por tanto, que el Regla-
mento asume la doctrina de la STJUE de 24 de julio de 2003 (C-280/00, Altmark). No debe olvidarse que 
esta sentencia fue dictada en el marco de aplicación del Reglamento (CEE) núm. 1191/1969, de 26 de 
junio, relativo a la acción de los Estados miembros en materia de obligaciones inherentes a la noción de 
servicio público en el sector de los transportes por ferrocarril, por carretera y por vía navegable, deroga-
do por el Reglamento 1370/2007.

4  Sin perjuicio de la posibilidad de prórroga en los supuestos previstos en el apartado 4.º del art. 4.
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No obstante esta regla general sobre la adjudicación de los contratos de servi-
cio público, lo cierto es que el propio Reglamento incluye excepciones importan-
tes. La primera es la posibilidad de que esos servicios sean prestados directamente, 
o bien que sean encomendados a un «operador interno» independiente sobre el 
que la autoridad competente ejerza un control análogo al que ejerce sobre sus pro-
pios servicios, siempre y cuando esta posibilidad no esté prohibida en el Derecho 
interno (art. 5.2). El resto de excepciones se refieren a otros casos de adjudicación 
directa previstos, respectivamente, en los apartados 4.º, 5.º y 6.º del art. 5: a) Siem-
pre que esa forma de adjudicación no esté prohibida por el Derecho interno, en 
atención al valor estimado anual del servicio (menor de un millón de euros) o del 
número de kilómetros de transporte de viajeros (menos de 300.000); b) en situacio-
nes de interrupción o riesgo inminente de interrupción del servicio, y c) de nuevo, 
siempre y cuando no lo prohíba el Derecho interno, en relación con los servicios 
de transporte ferroviario, salvo el metro o el tranvía. Podría decirse, por tanto, 
que frente al régimen general de los contratos de servicio público, el Reglamento 
establece una serie de amplias excepciones (con especial trascendencia, por lo que 
luego se dirá, la prevista en el art. 5.6) que parecen desvirtuar al régimen general.

Esta última afirmación tiene aún más sentido si atendemos a la no aplicación 
en esta materia del régimen jurídico de los contratos del sector público y, sobre 
todo, a la vista del régimen transitorio establecido en el propio Reglamento. Desde 
la primera perspectiva, debemos señalar que el art. 5.1 del Reglamento dispone 
que «los contratos de servicio público se adjudicarán de acuerdo con las normas 
establecidas en el presente Reglamento»  5. Y, desde la segunda, se ha de indicar que 
el apartado 2.º del art. 8 añade que «la adjudicación de contratos de servicio pú-
blico por ferrocarril y por carretera cumplirá lo dispuesto en el artículo 5 a partir 
del 3 de diciembre de 2019. Durante ese período transitorio los Estados miembros 
tomarán medidas para cumplir progresivamente el artículo 5 con el fin de evitar 
problemas estructurales graves, en particular, en lo que respecta a la capacidad de 
transporte»  6.

En definitiva, nos encontramos ante un régimen general (licitación pública de 
los contratos de servicio público) y sus excepciones (adjudicación directa) cuya 
aplicación es excluyente, aunque no necesariamente impeditiva de la aplicación 
de la regulación de contratos del sector público  7 y que, además, transitoriamente 
sólo exige un cumplimiento progresivo de todo el art. 5 incluidas sus excepciones. 
Así pues, el Reglamento abre opciones muy distintas e incluso opuestas para los 
Estados miembros y explica (en parte) el estado de la cuestión en España.

5  Con la excepción de los contratos de servicios o los contratos de servicio público definidos en 
las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE, respecto de los servicios públicos de transporte de viajeros en 
autobús o tranvía, los cuales se adjudicarán con arreglo a los procedimientos establecidos en dichas 
Directivas «cuando dichos contratos no adopten la forma de contratos de concesión de servicios en la 
acepción de esas Directivas» (art. 8.1 del Reglamento).

6  Se ha de tener en cuenta, finalmente, que el art. 8.3 del Reglamento, dentro del régimen transito-
rio, establece una serie de excepciones temporales complementarias a su aplicación.

7  Las nuevas Directivas en materia de contratación pública ponen de relieve la autonomía del Re-
glamento 1370/2007 en el ámbito de la regulación de los contratos de servicio público. Sin embargo, 
también abren las puertas a una aplicación de la normativa de contratación pública. Tanto el Cdo. 27.º 
de la Directiva 2012/24, de 26 de febrero, sobre contratación pública, como el Cdo. 35.º de la Directi-
va 2014/25, de 26 de febrero, relativa a la contratación en los sectores excluidos, afirman lo siguiente: 
«En la medida en que el Reglamento (CE) núm. 1370/2007 permite que el Derecho nacional se aparte de 
las normas que establece, los Estados miembros deben poder seguir estipulando en su Derecho nacional 
que los contratos de servicio público para los servicios de transporte público de viajeros por ferrocarril 
o en metro han de adjudicarse mediante un contrato cuyo procedimiento de adjudicación esté regulado 
por sus normas generales de contratación pública».




